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I. Introducción 

 

El pasado 14 de marzo de 2020 se dictó el Real Decreto 463/2020 por el que el Gobierno de 

España declaró el estado de alarma en todo el territorio nacional para la gestión de la crisis 

sanitaria ocasionada por el COVID-19, con la finalidad de adoptar determinadas medidas para 

la contención de la propagación del virus. 

 

Este Real Decreto se aprobó y entró en vigor el mismo 14 de marzo, por un período inicial de 15 

días, si bien, de estimarse necesario, el Gobierno puede aprobar la prórroga de su vigencia. 

 

Las medidas previstas en el Real Decreto 463/2020 fueron completadas y, en algunos casos, 

modificadas en virtud tanto del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, como del Real 

Decreto 465/2020, de 17 de marzo, ambos aprobados con una vigencia de un mes desde su 

entrada en vigor el día de su publicación en el BOE (18 de marzo de 2020). 

 

 
Advertencia legal: Este análisis sólo contiene información general y no se refiere a un supuesto en particular. Su contenido no se puede considerar en ningún 

caso recomendación o asesoramiento legal sobre cuestión alguna. 



 

 

 

En cuanto a la extensión de la suspensión de plazos y actuaciones judiciales, el Real Decreto 

463/2020 fija en el apartado segundo de su Disposición Adicional 2ª una serie de excepciones a 

la suspensión general que declara en su apartado primero, en base a su presumible carácter 

urgente, incluyendo además una cláusula de cierre por la que concede a los Jueces o Tribunales 

la facultad de acordar la práctica de cualesquiera actuaciones judiciales que sean necesarias 

para evitar perjuicios irreparables en los derechos e intereses legítimos de las partes en el proceso. 

 

Es el posterior Real Decreto-ley 8/2020 el que introduce medidas concretas en el ámbito 

concursal, si bien refiriéndose únicamente a las solicitudes de concurso (tanto voluntario como 

necesario). Sin embargo, nada se dice en este Real Decreto–ley, ni en los demás que hasta la 

fecha se han aprobado, sobre las implicaciones prácticas que las medidas adoptadas por el 

Gobierno pueden tener sobre la presentación y tramitación de solicitudes de homologación de 

acuerdos de refinanciación a reguladas en la Disposición Adicional 4ª de la Ley Concursal (LC). 

 

Nos referiremos a continuación únicamente a estas últimas, pues en una nota aparte se 

analizarán las consecuencias de las medidas adoptadas por el Gobierno en relación con 

cuestiones tales como la obligación de solicitar el concurso y el tratamiento de solicitudes de 

concurso necesario presentadas durante el estado de alarma (materia sobre la que 

encontramos previsiones expresas en el Real Decreto-ley 8/2020) o las implicaciones de las 

medidas de suspensión decididas sobre la comunicación preconcursal del artículo 5 bis Ley 

Concursal, sobre el plazo de sospecha del artículo 71 LC para el ejercicio de acciones de 

reintegración concursal, o del de espera del artículo 56 LC para la ejecución de garantías reales 

sobre activos del concursado (cuestiones estas últimas sobre las que tampoco encontramos 

previsión en las normas recientemente publicadas). 

 

 

II. Solicitud de homologación judicial de acuerdos de refinanciación como expediente urgente 

 

Como adelantábamos, el artículo 43 del Real Decreto-ley 8/2020 se refiere en exclusiva a las 

solicitudes de declaración de concurso, tanto necesario como voluntario, limitándose —en 

términos generales— a acordar la suspensión de la obligación de los deudores de instar su 

concurso mientras duren las medidas de suspensión de actuaciones procesales vinculadas al 

estado de alarma y, en consecuencia, acordando también proteger a estos frente a solicitudes 

de concurso necesario que pudieran presentarse durante ese periodo o en el plazo de los dos 

meses inmediatamente posteriores. 

 

Sin embargo, nada se ha previsto en las normas aprobadas hasta la fecha sobre una figura que 

tendrá indudable relevancia práctica para la mitigación de los efectos económicos de la crisis 

sanitaria provocada por el COVID-19. Posiblemente fruto de la premura con la que se han 

aprobado las medidas a las que nos venimos refiriendo, o quizá también debido a la falta de 

perspectiva de quienes han redactado las normas sobre las condiciones que habitualmente 

requieren los acreedores tanto para prestar nueva financiación como para modificar las 

condiciones de repago de la financiación ya concedida a deudores en crisis (nos referimos 

fundamentalmente a medianas y grandes empresas y a estructuras de financiación de cierta 

complejidad y volumen), no se ha previsto expresamente la habilitación de las actuaciones 

judiciales para la admisión y tramitación de solicitudes de homologación judicial de acuerdos 

de refinanciación al amparo de la Disposición Adicional 4ª LC. La omisión (voluntaria o 

involuntaria) tiene una indudable importancia puesto que este escenario de crisis provocado por 

el COVID-19 va a implicar —ya está implicando— una disminución significativa de la demanda 

en muchos sectores de actividad y, con ello (también, en ocasiones, por la suspensión de 

suministros de componentes procedentes de terceros países), la paralización de actividad en 



 

 

muchas de nuestras empresas, lo que les va a originar una necesidad de nueva financiación —

para cubrir sus costes fijos— y/o de refinanciación —para acompasar los vencimientos de su 

deuda ya en balance a las posibilidades de generación de caja en el contexto de esta crisis y 

una vez se consiga salir de ella—. 

 

El Gobierno de España no es ajeno a estas necesidades, ya que en el paquete de medidas 

aprobado para mitigar las consecuencias económicas que se están ya derivando de esta crisis 

sanitaria se incluye, como una medida fundamental, la habilitación de diferentes mecanismos 

de financiación para los operadores de nuestro tejido productivo.   

 

Sin embargo, es evidente que las medidas de carácter público anunciadas por el Gobierno 

(pendientes aún de detalle en regulaciones posteriores) no van a ser suficientes por si mismas 

sino que van a requerir necesariamente de la contribución de esfuerzos de los operadores 

privados y podemos presumir que estos financiadores profesionales van a exigir, como es lógico 

y habitual, además de los avales anunciados desde el Gobierno, garantías (tanto sustanciales 

como procesales) adicionales para asumir o incrementar sus riesgos en el actual estado de crisis 

e incertidumbre —más aún con la multiplicidad de oportunidades de inversión «a buen precio» 

que se abre en contextos de crisis cuando esta se presume pasajera o coyuntura—-. Podemos 

por ello presumir que el mecanismo de homologación judicial de acuerdos de refinanciación —

cuando el cumplimiento de sus condiciones sea materialmente posible— va a seguir siendo 

instrumento idóneo y de uso necesario para aportar a los acreedores con ganas de 

financiar/refinanciar la necesaria seguridad jurídica que incline su decisión en sentido positivo.  

 

Así, en este contexto, por las razones anteriores y dada la falta de inclusión del mecanismo de 

homologación judicial de acuerdos de refinanciación dentro de las excepciones a la suspensión 

general de actuaciones judiciales ya acordada, cabe plantearse si puede considerarse el 

expediente de homologación de acuerdos de refinanciación de la Disposición Adicional 4ª 

LC como una de esas actuaciones urgentes que, al amparo de la Disposición Adicional 2ª, 

apartado 4, del Real Decreto 463/2020, pueden decidir tramitar los Juzgados y Tribunales 

para «impedir la producción de perjuicios irreparables en los derechos e intereses legítimos 

de las partes en el proceso» (en fórmula similar a la contenida en el art. 131.1 Ley 

Enjuiciamiento Civil en cuanto a la habilitación de días y horas declaradas procesalmente 

inhábiles para dar curso a actuaciones urgentes). 

 

En principio, de consulta extraoficial a Jueces de lo Mercantil de Madrid y Barcelona, hemos 

extraído que por el momento se está asumiendo en la judicatura que la suspensión de 

actuaciones alcanza también las homologaciones de acuerdos de refinanciación. Por un lado, 

porque se entiende que de la interpretación literal de los reales decretos aprobados por el 

Gobierno no se infieren los expedientes de homologación judicial de acuerdos de refinanciación 

como una de las excepciones a la suspensión de actuaciones judiciales. Y, por otro lado, porque 

el estado de alarma se ha acordado por el limitado plazo de 15 días.  

 

Dicho lo cual, parece que la anterior valoración no es definitiva —podría cambiar de mediar, 

como será el caso, una extensión del estado de alarma— y está sujeta a revisión en el caso 

concreto —no se descarta aceptar que las circunstancias concretas que se expliquen y 

acrediten en la solicitud de homologación aconsejen considerar como urgente su tramitación— 

 

Así, por  ejemplo, si la imposibilidad de acceder a financiación imprescindible o de urgencia, o 

de obtener una refinanciación de los vencimientos de la deuda existente, en ausencia de la 

homologación del acuerdo alcanzado entre deudora y acreedores (por ser esta, como es 

frecuente, condición precedente de la efectividad del acuerdo), pudiera comprometer la 

continuidad de la actividad de la empresa o su misma viabilidad en el corto o medio plazo, 



 

 

parece previsible que la solicitud de homologación mereciera la catalogación de actuación 

urgente cuya tramitación se entendería procedente de cara a la evitación de «perjuicios 

irreparables» para los derechos e intereses legítimos de las partes.  Tal decisión sería por lo demás 

consistente con la decisión —no infrecuente— de habilitar el mes de agosto (generalmente 

inhábil a efectos procesales ex art. 183 Ley Orgánica Poder Judicial y 130.2 Ley Enjuiciamiento 

Civil) para tramitar solicitudes de homologación judicial de acuerdos de refinanciación 

presentados en tales fechas. 

 

III. Conclusión  

 

En nuestra opinión, teniendo en cuenta el enorme impacto que están sufriendo ya las empresas 

por las circunstancias antes descritas derivadas de la crisis provocada por el COVID-19, parece 

razonable plantear la inclusión del expediente de homologación contenido en la Disposición 

Adicional 4ª de la Ley Concursal como una de las actuaciones procesalmente urgentes 

excepcionadas de la suspensión general acordada en virtud de lo previsto en la Disposición 

Adicional 2ª, apartado 1, del Real Decreto 463/2020. Como hemos señalado y se comprueba en 

la práctica ya acumulada en la materia, la obtención de la correspondiente homologación 

judicial es muchas veces condición necesaria para la concesión de crédito o aceptación de 

condiciones de pago más flexibles, por exigencia de los acreedores que desean proteger los 

pactos alcanzados y garantías otorgadas de posibles acciones rescisorias concursales en un 

subsiguiente escenario concursal.  

 

Por supuesto, salvo que normas posteriores incluyan una habilitación general de actuaciones 

para los incidentes de homologación judicial de la Disposición Adicional 4ª Ley Concursal, la 

correspondiente solicitud deberá ocuparse convenientemente de justificar que la deudora 

financiada o refinanciada precisa del acuerdo que se somete a homologación para continuar 

con su actividad, que además precisa de la obtención de las ventajas del acuerdo de forma 

urgente y, en fin, que los acreedores no están dispuestos a conceder esas ventajas sin la previa 

homologación del acuerdo. 

 

Cabe finalmente decir, por ser preocupación adicional que seguramente se planteen las partes 

de negociaciones de financiación/refinanciación en el actual contexto, que sería igualmente 

deseable que en los reales decretos que están por venir en semanas venideras se incluyese una 

excepción a la restricción contenida en el apartado 12 de la Disposición Adicional 4ª Ley 

Concursal en la medida en que podemos augurar que muchas de nuestras empresas requerirán 

financiaciones puntuales de urgencia que precisarán para su concesión de la correspondiente 

homologación judicial, sin que quepa descartar la necesidad de una futura refinanciación más 

global en los meses siguientes de no mejorar —como esperamos— la situación sanitaria y/o 

económica. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  Para más información, consulte nuestra web www.ga-p.com o diríjase al siguiente e-mail de contacto: info@ga-p.com 

 


